IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL POR INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE INMEDIATEZ / INTERPOSICIÓN TARDÍA E INJUSTIFICADA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

[L]a providencia que concreta la, presunta, vulneración de los derechos fundamentales es el auto de 29 de febrero de 2016, la cual fue notificada por estado el 10 de marzo de la misma anualidad, quedando ejecutoriada y en firme el 15 del mismo mes y año y la acción de tutela se radicó hasta el 25 de octubre de 2018, esto es, luego de haber transcurrido más de un 2 años y siete  meses desde la ejecutoria de dicha providencia, razón por la cual es imperioso concluir que existe reparo al juicio de procedibilidad respecto del requisito de inmediatez, pues éste no es un término que la Sala considere razonable. (...) si bien para justificar el ejercicio tardío de la acción el actor se escudó en el auto de 20 de septiembre de 2018, refiriéndose a que este no se pronunció frente a los argumentos expuestos en el escrito de súplica, lo cierto es que: i) como se dijo este no afectó la ejecutoria del auto de 29 de febrero de 2016 y ii) al no ser un recurso procedente, claramente no le era exigible a la Sección Cuarta emitir pronunciamiento alguno respecto a tales manifestaciones. Una conclusión en contrario, y que por estos hechos justifique el ejercicio tardío de la acción, implicaría avalar la proposición indiscriminada de recursos abiertamente improcedentes que prolonguen en el tiempo y habiliten la intervención del juez constitucional indefinidamente. (...) como en el sub examine no existe una explicación válida para el ejercicio de la acción de tutela por fuera del tiempo proporcional y razonable adoptado por la Corporación, la Sala considera que el tiempo que dejó transcurrir la parte actora para alegar la vulneración de sus derechos, desconoce el requisito de inmediatez

FUENTE FORMAL: CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 302 / DECRETO 2591 DE 1991 / DECRETO 1069 DE 2015 / DECRETO 1983 DE 2017 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el requisito de inmediatez, consultar la sentencia de 5 del agosto de 2014, exp. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ), M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, de esta Corporación.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-03973-00(AC)
Actor: HUMBERTO DE JESÚS LONGAS LONDOÑO 

Demandado: CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN CUARTA

Asunto: Fallo de primera instancia - Tutela contra providencia judicial – Improcedencia por no cumplir el requisito de inmediatez

La Sala decide la solicitud de amparo presentada por el señor Humberto de Jesús Longas Londoño contra la Sección Cuarta del Consejo de Estado, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991.

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

Con escrito presentado el 25 de octubre de 2018
, el señor Humberto de Jesús Longas Londoño, actuando en nombre propio, presentó acción de tutela para que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.
Lo anterior, con ocasión de los autos proferidos por la autoridad judicial accionada: i) el 29 de febrero de 2016, que resolvió el recurso de reposición que interpuso la sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A contra el auto del 6 de abril de 2015, por medio del cual se rechazó el recurso de apelación propuesto en contra del auto Nº. 204 de 2 de diciembre de 2013 proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y ii) 29 de agosto de 2016 y 20 de septiembre de 2018, que rechazaron por improcedentes dos recursos de súplica contra de la providencia de 29 de febrero de 2016 expedida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado; en el marco de un incidente de regulación de honorarios por revocatoria de poder especial, surgido en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, con radicado Nº. 76001-23-31-000-2004-02933-01, promovido por C.I. Azúcares y Mieles S.A. contra la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN-. 

1.2. Hechos

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

· La sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A., a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, solicitó se declarara la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión No. 050642003000030 del 17 de marzo de 2003 y su confirmatoria Resolución No. 900008 del 2 de abril de 2004, actos administrativos expedidos por la DIAN, por medio de los cuales modificó la declaración del impuesto sobre la renta del año 1999.

· El 29 de octubre de 2009, el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca profirió sentencia de primera instancia quenegó las pretensiones de la demanda. Dicha decisión fue confirmada por la Sección Cuarta de esta Corporación en providencia de 31 de mayo de 2012.

· El 15 de marzo de 2011, el señor Humberto de Jesús Longas Londoño, quien fungió como apoderado de la sociedad mencionada en el trámite del proceso ordinario, interpuso incidente de regulación de honorarios por revocación de poder, el cual fue denegado por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca en auto de 2 de diciembre de 2013.

· Contra la anterior decisión, el hoy accionante interpuso recurso de apelación, concedido por el citado Tribunal, mediante auto del 13 de enero de 2014, y repartido a la Sección Cuarta de esta Corporación que lo admitió el 6 de abril de 2015.

· La sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A. formuló recurso de reposición contra lo anterior, en el que solicitó se rechazara por improcedente el de apelación, al considerar que no era susceptible del recurso, por carecer de doble instancia.

· Por auto de ponente de fecha 29 de febrero de 2016, la Sección Cuarta,
, repuso el auto de 6 de abril de 2015 y rechaó por improcedente el recurso de apelación.

· El accionante lo recurrió en súplica, rechazada, por improcedente, en proveído del 29 de agosto de 2016.

· No obstante, en providencia del 15 de mayo de 2017, el Despacho sustanciador declaró la nulidad de este último, al considerar que carecía de competencia para resolver sobre el recurso de súplica por tratarse de una decisión que debía ser adoptada por la Sala y, en consecuencia, ordenó la remisión del expediente al despacho que seguía en turno.

· La Sección Cuarta de esta Corporación, en auto de 20 de septiembre de 2018, rechazó por improcedente el recurso de súplica, en atención a que de conformidad con lo previsto en el inciso 4º del artículo 318 del Código General del Proceso contra el auto que resuelve la reposición no procede recurso alguno.
1.3. Petición de amparo constitucional 

A título de amparo se incoaron las siguientes pretensiones:

“Que se protejan los Derechos (sic) fundamentales del Debido Proceso y de la Doble Instancia y del Acceso a la Administración de Justicia (sic), reconociendo la procedencia del Recurso de Apelación y del Recurso de Súplica dentro del Incidente de Regulación de Honorarios por Revocatoria del Poder Especial; y, por lo tanto se revoquen los Autos descritos en el Punto 1 anterior, dejando en firme el Auto de abril 6 de 2015 (Anexo 11.6), que admitió el Recurso de Apelación dentro el Incidente de Regulación de Honorarios por Revocatoria del Poder Especial; y se ordene a la Sección Cuarta, de la Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, fallar, a la mayor brevedad, el Incidente de Regulación de Honorarios por Revocatoria del Poder Especial, teniendo en cuenta las pruebas allí acompañadas (Anexo 11.2) y en el Recurso de Apelación interpuesto en diciembre 13 de 2013 (Anexo 11.4); teniendo en cuenta, además, que el proceso administrativo duró ocho (8) años, y el Incidente de Regulación de Honorarios por Revocatoria del Poder Especial, lleva, actualmente, siete (7) años, tanto por la congestión judicial como por las infracciones procesales ocurridas durante el trámite; tiempo, durante el cual, no se ha devengado ningún honorario por dicho proceso”
. 
1.4. Fundamentos de la solicitud 

A juicio de la parte demandante, con ocasión de los autos cuestionados se incurrió en: 

-
Defecto orgánico del auto del 29 de febrero de 2016 porque fue rechazado el recurso de apelación contra el auto que resolvió el incidente de regulación de honorarios mediante auto de ponente, y del auto del 29 de agosto del mismo año, que rechazó por improcedente el recurso de súplica y la nulidad procesal de la anterior decisión.

-
Defecto procedimental absoluto contra los autos del 29 de febrero de 2016 y 20 de septiembre de 2018 porque desconocieron los artículos 135 y 138 del CPC, y el artículo 167 del CCA, los cuales prevén la garantía procesal de la doble instancia.

-
Defecto material o sustantivo con base en los mismos argumentos que fundamentan defecto antes expuesto.

-
Desconocimiento del precedente contra los autos del 29 de febrero de 2016, del 29 de agosto del mismo año, y del 20 de septiembre de 2018 porque no se tuvieron en cuenta las sentencias C-934 de 2006, C-792 de 2014, C-335 de 2016 y C-337 del mismo año, según las cuales debe garantizarse la doble instancia en las actuaciones judiciales.

-
Violación directa de la Constitución contra los autos del 29 de febrero y 29 de agosto de 2016 porque desconocieron la garantía de la doble instancia prevista en los artículos 29, 31 y 229 de la Constitución, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y Derechos Civiles y Políticos.

1.5. Trámite de la acción de tutela

Mediante auto de 31 de octubre de 2018
, el Despacho Sustanciador admitió la solicitud de tutela, ordenó su notificación a los magistrados de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, como autoridad judicial accionada y vinculó al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, a la sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A. y a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN-, como terceros con interés en el resultado del proceso.

1.6. Contestaciones

1.6.1. La Sección Cuarta del Consejo de Estado se opuso a la prosperidad de la acción, aludió que no estaba llamada a prosperar por una divergencia interpretativa del actor con el juez ordinario, cuando su decisión resultaba razonable y constitucionalmente válida, so pena de desconocer los principios de autonomía e independencia judicial.

Explicó que no se configuró ninguno de los defectos alegados respecto del auto del 20 de septiembre de 2018 toda vez que, aun si se considerara que fue cumplida la carga argumentativa del actor, la Sala de Decisión dio cumplimiento al mandato previsto en el inciso cuarto del artículo 348 del CPC, hoy 318 del CGP.

1.6.2. La sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A. refirió los requisitos generales y específicos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, para concluir su improcedencia, indicó que en el presente asunto no se presentaron los defectos reclamados y por ende la vulneración de los derechos fundamentales incoados.

1.6.3. Pese a haber sido debidamente notificados
, la DIAN y el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca guardaron silencio. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para asumir el conocimiento de la presente solicitud, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el artículo 2° del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. El asunto bajo análisis

Corresponde a la Sala determinar si las providencias atacadas incurrieron en los defectos alegados por la parte actora.

Para resolver la cuestión planteada la Sala analizará los siguientes temas: (i) la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales; y (ii) el estudio de la inmediatez como presupuesto adjetivo de procedencia de la solicitud de amparo.

2.3. La procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial.
La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que esta Corporación tenía sobre la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
 y declaró su procedencia
. 

Así pues, esta Sección de manera reiterada ha establecido como parámetros para realizar su estudio, que cumpla con los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. De modo que, de no observarse el cumplimiento de uno de estos presupuestos, se declara la improcedencia del amparo solicitado, sin que se analice el fondo del asunto. 

2.4. Inmediatez

Frente al requisito de inmediatez se ha insistido en que la acción de tutela debe incoarse en un plazo razonable
, el cual debe ser ponderado por el juez en cada caso, pues de lo contrario se burlaría el alcance jurídico establecido por el constituyente y se desvirtuaría su finalidad de medio de protección actual, inmediato y efectivo.

De acuerdo con lo anterior, esta Sección
 ha declarado la improcedencia de las acciones de tutela contra providencias judiciales, después de haber transcurrido un lapso considerable desde la ocurrencia del hecho generador que da lugar a la solicitud de protección y la presentación de la misma, sin que medien razones suficientes que justifiquen el retardo.

2.5. Caso Concreto

Ahora bien, ante la presente petición de amparo, observa la Sala que el actor eleva sus reproches frente a las siguientes providencias de la Sección Cuarta:

i) Auto de 29 de febrero de 2016, que resolvió el recurso de reposición que interpuso la sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A contra el auto del 6 de abril de 2015, por medio del cual se rechazó el recurso de apelación promovido contra del auto Nº. 204 de 2 de diciembre de 2013 proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y;

ii) 29 de agosto de 2016 y 20 de septiembre de 2018, que rechazaron por improcedente el recurso de súplica contra la providencia de 29 de febrero de 2016, expedidas por la Sección Cuarta del Consejo de Estado. 

En concreto, para el accionante se vulneraron sus derechos fundamentales por cuanto no se garantizó su derecho a la doble instancia en el trámite del incidente de regulación de honorarios que promovió contra la sociedad C.I. Azúcares y Mieles S.A.

Así las cosas, las inconformidades del actor se concretan al auto de 29 de febrero de 2016, que concluyó no continuar con la apelación interpuesta contra lo decidido por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca en el auto Nº. 204 de 2 de diciembre de 2013, al advertir que dicho trámite incidental era de única instancia y ante el juez de primera instancia. 

En atención a lo anterior, la Sala considera que la inmediatez en el presente asunto debe contarse a partir de la ejecutoria del auto de 29 de febrero de 2016 y no del auto de 20 de septiembre de 2018, de conformidad con el siguiente análisis:

El artículo 302 del Código General del Proceso, antes 331 del Código de Procedimiento Civil, dispone:

Artículo 302. Ejecutoria. Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez notificadas, cuando no sean impugnadas o no admitan recursos.
No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una providencia, solo quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud.

Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos.

En atención a lo anterior, como contra el auto de 29 de febrero de 2016 no procedían recursos, el auto de 20 de septiembre de 2018, no afectó la ejecutoria del proferido el 29 de febrero de 2016. En consecuencia, la providencia que concreta la, presunta, vulneración de los derechos fundamentales es el auto de 29 de febrero de 2016, la cual fue notificada por estado el 10 de marzo de la misma anualidad, quedando ejecutoriada y en firme el 15 del mismo mes y año y la acción de tutela se radicó hasta el 25 de octubre de 2018, esto es, luego de haber transcurrido más de un 2 años y siete  meses desde la ejecutoria de dicha providencia, razón por la cual es imperioso concluir que existe reparo al juicio de procedibilidad respecto del requisito de inmediatez, pues éste no es un término que la Sala considere razonable. 

Al respecto, en sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que el término de seis (6) meses era suficiente para acudir y solicitar el amparo de los derechos fundamentales que se estimen vulnerados con ocasión de providencias judiciales.

En efecto, si bien para justificar el ejercicio tardío de la acción el actor se escudó en el auto de 20 de septiembre de 2018, refiriéndose a que este no se pronunció frente a los argumentos expuestos en el escrito de súplica, lo cierto es que: i) como se dijo este no afectó la ejecutoria del auto de 29 de febrero de 2016 y ii) al no ser un recurso procedente, claramente no le era exigible a la Sección Cuarta emitir pronunciamiento alguno respecto a tales manifestaciones. Una conclusión en contrario, y que por estos hechos justifique el ejercicio tardío de la acción, implicaría avalar la proposición indiscriminada de recursos abiertamente improcedentes que prolonguen en el tiempo y habiliten la intervención del juez constitucional indefinidamente. 

Deviene entonces de lo dicho que, a juicio de esta Sala, controvertir la providencia judicial, lo que supone cuestionar principios como los de cosa juzgada y seguridad jurídica, impone para el interesado que se haga en un plazo pertinente, salvo justificación razonable. Por ello, el juicio sobre el requisito de la inmediatez frente al caso de las tutelas contra providencias judiciales, resulta ser estricto pues basta con que la decisión que se señala de vulnerar derechos sea conocida y se encuentre ejecutoriada para que la persona acuda ante el juez constitucional para solicitar el amparo de sus derechos.
2.6. Conclusión

En ese orden de ideas, como en el sub examine no existe una explicación válida para el ejercicio de la acción de tutela por fuera del tiempo proporcional y razonable adoptado por la Corporación, la Sala considera que el tiempo que dejó transcurrir la parte actora para alegar la vulneración de sus derechos, desconoce el requisito de inmediatez y por tanto resulta improcedente la solicitud de amparo.

3. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:
PRIMERO.- DECLARAR la improcedencia de la acción de tutela presentada por el señor Humberto de Jesús Longas Londoño contra la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por las razones expuesta.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los terceros intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Si no fuere impugnada, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO


Consejero
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� Folios 1 a 40. 


� Consejero - Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Folios 3 y4.


� Folio 43.


� Folios 33 a 35 y folio 39.


�Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. C.P.: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado. 


� Se dijo en la mencionada sentencia “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expresado a folios 2 a 50 de esta providencia.”


� Cfr. Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”, Rad. 11001-03-15-000-2008-01018-01(AC), C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.


� Sentencia Corte Constitucional T-290 de 14 de abril de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Ver sentencias: de 18 de abril de 2013 Rad. No. 11001-03-15-000-2012-01172-01, C.P. Susana Buitrago Valencia; 3 de julio de 2013. Rad. No. 11001-03-15-000-2012-01891-01, 12 de agosto de 2013 Rad. No. 11001-03-15-000-2013-1435-00 C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez; 3 de julio de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2013-00142-01, 12 de septiembre de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2012-02203-01, C.P. Alberto Yepes Barreiro, entre otras.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.:. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.





